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León, Guanajuato, a 25 veinticinco de mayo del año 2010, dos mil diez. . . . .  

V I S T O para resolver el expediente número 129/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano JOSÉ MARCOS DE JESÚS MORENO, en contra del Tesorero Municipal, del Director de Fiscalización y Control, y de los inspectores de la Dirección de Fiscalización Juan Carlos Mondragón Camacho, Marco Antonio Domínguez Torres, Martín Cuevas Martínez y J. Jesús Esqueda González, todos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.-  Que  analizando de manera integral la demanda se desprende que se impugnan las actas de infracción números 200690 A y 203131 A de fechas 18 dieciocho de febrero y 12 doce de marzo del año en curso, respectivamente; los estados de cuenta de fechas 25 veinticinco de marzo y 05 cinco de abril del mismo año; y, las dos multas cada una por la cantidad de $381.22 (trescientos ochenta y un pesos 22/100 moneda nacional). Y la existencia de los primeros acto se acredita con las copias al carbón de las citadas actas de infracción y con el reconocimiento que hacen los inspectores de la Dirección de Fiscalización y Control demandados, mientras que el segundo y tercer actos se acreditan con los originales de los citados estados de cuenta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Que  conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de 

Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Tesorero Municipal, aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el acto reclamado respecto a él es inexistente; sobre el particular se aclara que se estudiará la causal de improcedencia contemplada en la fracción VI del citado artículo 261, tomando en cuenta el sentido de la argumentación lógica y jurídica expresada por la demandada. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud de que en el escrito de demanda se indican como actos combatidos los estados de cuenta de fechas 25 veinticinco de marzo y 05 cinco de abril del año 2010, dos mil diez y en dichos documentos se aprecia en su parte superior que fueron emitidos por la Tesorería Municipal de León, Guanajuato, de esta manera, dichos actos son imputables a esta autoridad fiscal, por estimarse que fueron emitidos por ella. . . . . . 

Los inspectores demandados aducen la prescripción de las acciones derivadas de la infracción 200960 A, de conformidad a lo contenido en el artículo 152, fracción VIII, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, y siguiendo el principio legal de que a la suerte de lo principal le sigue lo accesorio, los actos derivados de dicha multa, es decir, la calificación, son de estudiarse de oficio y debe declararse la improcedencia, conforme a lo establecido en el artículo 241, fracción III; sobre el particular se aclara que se estudiará la causal de improcedencia contemplada en la fracción IV del citado artículo 261, tomando en cuenta que la argumentación lógica y jurídica expresada por esta autoridad se dirige a demostrar el consentimiento del acto. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, toda vez que, en principio cabe mencionar que no debe confundirse la prescripción del acto administrativo con el consentimiento del acto impugnado; pues, la prescripción es una forma de extinción del acto administrativo, mientras que el consentimiento del acto trae como consecuencia la terminación del proceso, ya que como causal de improcedencia es una forma de terminación del proceso administrativo que impide al juzgado entrar al fondo de la litis, porque no se estudia la legalidad o ilegalidad de la resolución impugnada. Así las cosas, en la especie no se encuentran consentidos los actos combatidos, en razón de que el impetrante, por su parte, manifiesta en el escrito de aclaración de la demanda que tuvo conocimiento de la calificación de la infracción y de la imposición de la multa los días 25 veinticinco de marzo y 05 cinco de abril del año 2010, dos mil diez y las autoridades demandadas, por su parte, no exhibieron las constancias relativas a la práctica de las notificaciones de las calificaciones de las infracciones, en tal virtud, se tiene por cierta la manifestación del actor, en el sentido de que tuvo conocimiento de esas calificaciones e imposición de las sanciones hasta la fecha que menciona, de ahí resulta que el escrito de demanda se encuentra presentado dentro del plazo de 30 treinta días hábiles, establecido en el artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante la inoperancia de las causales de improcedencia señaladas en los párrafos que anteceden y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que en el primer párrafo del concepto de impugnación de la demanda, en esencia se aduce que el acta de infracción combatida, le causa agravios por no cumplir con los requisitos establecidos por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con Los artículos  208 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y,  31 y 34 del Reglamento para el Funcionamientos de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de León, Guanajuato, ya que si el acta de infracción combatida trata de una visita por violaciones a disposiciones municipales, no medio previamente orden de visita por escrito debidamente fundada y motivada por autoridad competente, en este caso del titular de la Dirección de Fiscalización y Control de León, Guanajuato, en la cual designara persona para practicar la inspección, lugar a inspeccionarse, objeto, día y hora que se ha de practicar, nombre a quien va dirigido, por lo que la actuación de los inspectores demandados fue arbitraria sin apego a la legalidad. En tanto que, los inspectores demandados en esencia contestan, que la orden de inspección debidamente girada por el Director de Fiscalización y Control, en términos del aludido Reglamento para el Funcionamientos de Establecimientos Comerciales y de Servicios, fue la base para su legítimo actuar no le depara agravio alguno al actor, pues la certeza de lo plasmado en el acta de inspección es de interés del particular, amén de que ello en nada cambia o cambiaría la situación de la causa de la infracción, cuya conducta esta plenamente tipificada y sancionada en el Reglamento en comento. . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En efecto, se encuentra acreditado en autos que con fechas 18 dieciocho febrero y 12 doce de marzo del año 2010, dos mil diez, se levantaron las actas de infracción impugnadas y la calificación de las infracciones en donde se le impuso al actor dos multas, cada una por la cantidad de $381.22 (trescientos ochenta y un pesos 22/100 moneda nacional), por el funcionamiento de una maquina de video juego fuera del horario establecido para su giro y no mostrar la licencia de funcionamiento expedida por la Tesorería Municipal; lo anterior sin sujetarse a las formalidades previstas en el artículo 208 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, precepto que resulta aplicable supletoriamente al Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de  León,  Guanajuato, de acuerdo a lo  estipulado por el  artículo 74 de este último Ordenamiento. . . . . . . . 

En la  especie, procede la aplicación supletoria del artículo 208 del invocado 

Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que el referido Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios, no prevé las reglas para llevar a cabo la visita de inspección a fin de comprobar el cumplimiento de las disposiciones de este último Ordenamiento; siendo lo anterior así, la multa impugnada, debió imponerse a la impetrante previa observancia de las reglas formales establecidas en el citado artículo 208 y son las siguientes: 1.- Solo se practicará la visita por mandamiento escrito de autoridad competente debidamente fundada y motivada. 2.- La visita de inspección se realizará en el lugar, zona o bienes señalados en la orden. 3.- El visitador entregará la orden al visitado o a su representante y si no estuvieren presentes, previo citatorio, a quien se encuentre en el lugar o zona donde se practicará la diligencia. 4.- Al inicio de la inspección, el visitador deberá identificase ante la persona que entienda la diligencia, con credencial o documento vigente con fotografía expedido por la autoridad administrativa competente, que lo acredite legalmente para desempeñar su función; 5.- La persona que atienda la diligencia será requerida por el visitador para que nombre a dos testigos que intervengan en la misma; si éstos no son nombrados o los señalados no aceptan fungir como tales, el visitador los designará. 6.- El visitado, su representante o la persona que atienda la  diligencia, está obligado a permitir al visitador el acceso al lugar o zona objeto de la visita, así como a poner a la vista la documentación, equipos y bienes que se les requieran. 7.- En el acta de visita se harán constar todas y cada una de las circunstancias, hechos u omisiones que se hayan observado en la diligencia. 8.- La persona con quien se entendió la diligencia, los testigos y el visitador firmarán el acta; un ejemplar legible del documento se entregará a la persona que atendió la diligencia; la negativa a firmar el acta o a recibir copia de la misma, se deberá hacer constar en el acta, sin que esta circunstancia afecte la validez de la diligencia practicada. 9.- Se podrán formular observaciones en el acto de la diligencia y ofrecer pruebas con relación a los hechos u omisiones contenidos en el acta o bien hacer uso de ese derecho, por escrito, dentro del plazo de ocho días siguientes a la fecha en que se hubiere levantado el acta, al término del cual la autoridad administrativa emitirá la resolución procedente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo esta tesitura, en el caso que se resuelve no se respetaron las formalidades esenciales para la práctica de las visitas de inspección, puesto que no existieron las ordenes de inspección emitidas de manera previa a las visitas de inspección realizadas con fechas 18 dieciocho febrero y 12 doce de marzo del año 2010, dos mil diez, de ahí resulta que, esta omisión se configura, ya que en autos de esta causa administrativa no obra la orden de inspección emitida por el Director de Fiscalización y Control de este Municipio, en las que se indicará el nombre de los inspectores que realizaron las visitas refutadas de ilegales; por tanto, es evidente que estamos en presencia de procedimientos administrativos irregulares, pues la orden de inspección como primer acto del procedimiento, es previo a las visitas de verificación y a las calificaciones de las infracciones, de este modo, con la referida omisión no se cumple con la exigencia de la fracción I del artículo 208 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; por consiguiente, la inexistencia de las ordenes de inspección constituyen una irregularidad que da origen a la ilegalidad de las visitas que consta en las actas de infracción levantadas con fechas 18 dieciocho febrero y 12 doce de marzo del año 2010, dos mil diez y de las calificaciones de las infracciones en las cuales se le impuso al justiciable dos multas, cada una por la cantidad de $381.22 (trescientos ochenta y un pesos 22/100 moneda nacional), por ende, en la especie no se satisface el elemento de validez del acto o resolución administrativa exigido por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; en consecuencia, es el caso que la omisión de la orden de visita viola de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora, por consiguiente, de acuerdo a lo previsto por el artículo 143, párrafos primero y segundo, en relación con el 300 fracción II, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente la declaración de la nulidad lisa y llana de las actas de infracción números 200690 A, de fecha 18 dieciocho febrero del año 2010, dos mil diez y 203131 A de fecha 12 doce de marzo del ese año; de las calificaciones de las infracciones en las que se le impuso al actor las dos multas, cada una por la cantidad de $381.22 (trescientos ochenta y un pesos 22/100 moneda nacional); y, de los estados de cuenta de multas municipales de fechas 25 veinticinco de marzo y 05 cinco de abril del mismo año, ya que al no existir las ordenes de visita, es nulo todo el procedimiento administrativo de fiscalización desde su origen, por tanto, todos los actos combatidos son ilegales, estimando que estos son etapas y consecuencia de dicho procedimiento y afectan de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que al resultar procedente la argumentación analizada en el considerando que antecede, es innecesario el estudio de los demás puntos de conceptos de agravio esgrimidos en la demanda, toda vez que de resultar procedente algún otro, en nada variaría el sentido de la presente resolución. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32. . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 143 párrafos primero y segundo, 287, 298, 299 y 300 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA de las actas de infracción números 200690 A, de fecha 18 dieciocho febrero del año 2010, dos mil diez y 203131 A de fecha 12 doce de marzo del ese año; de las calificaciones de las infracciones en las que se le impuso al actor las dos multas, cada una por la cantidad de $381.22 (trescientos ochenta y un pesos 22/100 moneda nacional); y, de los estados de cuenta de multas municipales de fechas 25 veinticinco de marzo y 05 cinco de abril del mismo año, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . .

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en 9 nueve tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
